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Tema:



RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / ELEMENTOS / NO SE ACREDITÓ LAS OBLIGACIÓN QUE GENERÓ LA CONDENA EN PRIMERA INSTANCIA / REVOCA / “En efecto, aunque en el hecho primero de la demanda expresaron que suscribieron un contrato de administración delegada para construir una vivienda unifamiliar en el conjunto Altavista, ubicado en el kilómetro 1 de la vía que de Pereira conduce a Armenia, ningún escrito aportaron, firmado por las partes, que diera cuenta de su celebración. Ese convenio se demostró con la confesión del demandado Arana Valencia, en los términos atrás explicados, quien negó la existencia de la obligación por la que a la postre resultó condenado, sin que, de otro lado, el juzgado hubiese indicado cuál o cuáles pruebas la acreditaban. Y tampoco cuenta el proceso con medio probatorio alguno que la evidencie.”

“En conclusión, como en el asunto bajo estudio no se acreditó que el señor Arana Valencia haya incurrido en responsabilidad de naturaleza contractual, ante la inexistencia de la obligación de que se trata, a cargo suyo, que insatisfecha justificara exigir su cumplimiento, no resultaba procedente acceder a la pretensión quinta de la demanda.

En esas condiciones, considera la Sala que no fue acertada la decisión adoptada por la funcionaria de primera sede en su sentencia, porque a pesar de que se perfeccionó entre los contendientes un contrato de obra válido, hecho que no fue objeto de controversia en el plenario, no logró demostrarse que el señor Jorge Humberto Arana Valencia hubiese adquirido la obligación de pagar a los demandantes suma alguna por la mayor obra ejecutada.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre veintiséis (26) de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 511 de octubre 26 de 2016

Expediente 66001-31-03-003-2011-00247-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del codemandado Jorge Humberto Arana Valencia frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de junio de 2015, en el proceso ordinario promovido por los señores Juan Pablo Trujillo Henao y Juan Pablo Patiño Nicholls contra el impugnante y la sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A.

I    ANTECEDENTES

1. Con la acción instaurada pretenden los actores:

1.1 Se declare que entre los demandantes y los demandados “se suscribió y existe un contrato, un acuerdo de voluntades, con el cual se crearon las obligaciones que en el cuerpo de esta demanda cito”.

1.2 Ordenar a los demandados pagarles las siguientes sumas de dinero: a) $1.000.000 “valor pendiente por pagar administración de obra”, b) $23.575.497 “valor administración por ahorro en obra”, c) $11.252.444 “valor administración por mayor obra ejecutada”, d) $4.8000.000 “valor administración por obra exteriores”, e) $5.000.000 “por daños y perjuicios”, f) los intereses de esas cifras desde el 30 de octubre de 2010 hasta cuando el pago se verifique y g) las costas del proceso.
2. El supuesto fáctico que sustenta las referidas súplicas, puede compendiarse así:

2.1 El 12 de noviembre de 2009 los señores Juan Pablo Trujillo Henao y Juan Pablo Patiño Nicholls suscribieron con Jorge Humberto Arana Valencia en nombre propio y como representante de  la sociedad Industrial Metálicas del Gas S.A., un contrato, por medio del cual los demandantes se obligaron “a la administración delegada de la construcción de vivienda unifamiliar, en el conjunto Alta Vista lote 27, ubicado en el kilómetro 1 de la vía Pereira-Armenia; los demandados, a pagar honorarios y bonificaciones.   
2.2 Los honorarios se pactaron en $10.000.000 pagaderos en seis cuotas mensuales “basados en un flujo de caja continuo y sin retrasos causados por parte del contratante; también una  bonificación equivalente al “27.5% del valor resultante de la diferencia obtenida de restar el valor del metro cuadrado construido para 225 metros cuadrados a razón de $863.636 mcte, indicando esto que el valor de la casa con el área indicada de 225 metros cuadrados sería de $190.000.000 mte y el valor final ejecutado terminado basado en los siguientes estándares: 1) los pisos y enchapes hasta $40.000 metro cuadrado. 2) porcelana sanitaria de hasta $500.000 para lavamanos y sanitarios. 3) grifería hasta $150.000 unidad. 4) incrustaciones hasta $180.000 juego…”. Se acordó también que el contratante sería el responsable del pago de los jornales, prestaciones sociales, aportes parafiscales y su herramienta menor; que la obra a ejecutar tendría un área de 225 metros cuadrados la que finalmente alcanzó, debido a sus modificaciones, una de 478.18.
2.3 La labor contratada fue ejecutada personalmente por los actores, quienes atendieron las instrucciones de los demandados y cumplieron sin queja alguna las obligaciones del contrato, el que se mantuvo por doce meses porque los accionados decidieron darlo por terminado de manera unilateral, aduciendo “disminución en el efectivo, en el flujo de caja, en los recursos económicos, dado a los cambios, al aumento de área construida, a las modificaciones que los contratantes realizaron…”.

2.4 Los promotores de la acción entregaron a los demandados toda la información requerida para “la liquidación, comprobación de la condición y pago de lo adeudado” con resultados infructuosos porque a pesar de haberlos requerido en varias ocasiones, aquellos incumplieron con el pago, causándoles “un gran y enorme daño económico…”

II
ACTUACIÓN PROCESAL  

1.- Después de que el Juzgado Quinto Civil Municipal de la ciudad declarara su incompetencia para conocer del asunto por la cuantía de las pretensiones, la demanda se admitió por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira mediante auto del 6 de septiembre de 2011. Posteriormente se ordenó inscribirla sobre los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 290-167949 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, 294-15572 y 294-15573 de la de Dosquebradas.

2. Notificados los demandados, en término oportuno, dieron respuesta al libelo. El representante de la sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A., por medio de su apoderado, negó algunos hechos de la demanda; respecto de los demás, dijo que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y como excepción de mérito formuló la que denominó “Inexistencia del acto jurídico”
.

El codemandado Jorge Humberto Arana Valencia, por medio del mismo abogado, aceptó parcialmente los hechos de la demanda. Se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones de mérito las que denominó “contrato no cumplido” y “abuso del derecho”. 

3. Vencido el término de traslado de tales excepciones, se realizó la audiencia que prevé el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil; luego se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon. Sin fundamento legal alguno, posteriormente, se otorgó la misma oportunidad en la que nuevamente intervinieron los contendientes.

III
 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA


Se produjo el 22 de junio de 2015. En ella la señora Juez Tercero Civil del circuito de Pereira declaró: a) probada la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva” respecto de la sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A.; b) la existencia de una relación contractual entre los demandantes y el señor Jorge Humberto Arana Valencia; este fue condenado a pagarles las sumas de $11.252.444 por concepto de administración de mayor obra ejecutada y $1.403.179,76 por  indexación, para un total de $12.655.623.76, con sus intereses al 6% anual hasta cuando el pago se realice y c) que existió error grave en los dictámenes presentados por los peritos Libardo Álzate Ospina y Rodrigo Álvarez Díaz. Además, negó las demás pretensiones de la demanda; ordenó cancelar la inscripción de la demanda decretada sobre el inmueble con folio de matrícula inmobiliaria No. 294-15572 y condenó en costas al codemandado Arana Valencia.

Para decidir así, consideró la jueza de primera instancia que no se demostró la existencia del contrato de obra que invocan los demandantes, con la sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A. y probado el que aquellos celebraron con el señor Jorge Humberto Arana Valencia porque este lo aceptó. Señaló que los honorarios por la ejecución de la obra fueron pactados en la suma de $10.000.000 y su pago fue acreditado con la documentación anexa a la contestación del libelo, pago no objetado por los actores porque no se pronunciaron frente a las excepciones propuestas.
Expresó que los peritajes de los señores Libardo Álzate Ospina y Rodrigo Álvarez Díaz contienen errores graves “en cuanto al área objeto del dictamen” y acogió los rendidos por los peritos Jaime Anaya y Jesús Adolfo Antolinez López “los cuales se complementan”. Tuvo en cuenta, dentro de las áreas construidas, las externas de primera y segunda planta “porque fueron hechas por los demandados (sic) por órdenes del señor JORGE HUMBERTO ARANA VALENCIA”; que la licencia de construcción fue otorgada para 314,96 M2; de acuerdo con el dictamen pericial rendido por el señor Jaime Anaya Buitrago, “lo construido en la casa, con áreas externas contiguas asciende a 381.36, esto es hay un excedente de 66,40 M2 construidos de más” y concluye que los actores tienen derecho a que se les reconozca, de acuerdo con lo pactado, “el 27,5% de la mayor obra realizada, teniendo en cuenta el valor por metro cuadrado pactado, que asciende a $14.666.266.55, pero como lo pedido fue $11.252.444 ese será el valor a reconocer”, debidamente indexado y con intereses legales.

Negó el reconocimiento de la suma reclamada por concepto de “la administración por ahorro de obra” por cuanto el perito dijo “que no es posible que se haya podido hacer por menos de $800.00 m2 para el año 2009 y que según el peritazgo (sic), no existen construcciones exteriores diferentes a las anexas a la casa cuyo pago ya fue reconocido, razón por la cual, también negó el que se reclama por ese concepto.          

IV   RECURSO DE APELACIÓN  

1.- Inconformes con el fallo los demandados lo apelaron. 

Concedida la alzada, mediante proveído del 11 de agosto de 2015, esta Sala lo declaró inadmisible frente a la sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A. –Metalgas-, por falta de interés para recurrir toda vez que no resultó afectada con las declaraciones que contiene la sentencia que se revisa. 

En esta instancia, el apoderado del codemandado Jorge Humberto Arana Valencia sustentó el recurso. Con apoyo doctrinal se refirió al contrato de obra y a los elementos que lo integran y a medida que analizaba cada uno de ellos, indicó, en resumen, que las partes que lo celebraron tenían conocimiento de la extensión de la construcción, plasmada en la licencia que se concedió para tal fin,  sin que los 66.40 metros a que se refiere el perito sean obras adicionales, pues siempre estuvieron contempladas en el diseño de la casa “realizada” por los demandantes; que él cumplió el pacto y por eso se ha opuesto a la remuneración que aquellos se inventaron, pues se fijó en $10.000.000 por la producción material de “la obra vivienda unifamiliar en el lote 27 del Conjunto Altavista”, suma que ya canceló sin que para nada incida la extensión de la obra, sino el resultado. Aduce que “si resultaron unos metros más, también se pudo dar unos menos”, sin que en ello tenga culpa el dueño de la obra, siendo costumbre que las dificultades que se presenten en su ejecución, las sorteen los expertos a los que acude el dueño.

Indicó que a los actores les faltó pericia y “la calidad de la obra es derivada de su propia culpa”; uno de los contratantes se presentó como arquitecto, cuando en realidad es administrador ambiental y era el encargado de que la idea transmitida por el dueño se diseñara y “montara en planos lo cual generaba el resultado del objeto del contrato” y es ahí donde encuentra una culpa contractual, sobre la que fundamentó la excepción de contrato no cumplido, que no se analizó en la sentencia, hecho que puede generar la nulidad que consagra el numeral 3 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil y enlista luego los problemas de calidad que presentó la construcción y las obras que quedaron inconclusas, para concluir que fueron los actores quienes incumplieron el contrato y han querido desfigurar la naturaleza jurídica de la voluntad contractual. Transcribe su concepto sobre la objeción al dictamen pericial, que dijo, planteó en el traslado que se le otorgó con tal fin en el curso de la primera instancia. 

Solicita se revoquen “los numerales de la parte resolutiva de la sentencia objeto de recurso y en su lugar se declare probada la excepción, o se nieguen las pretensiones de la demanda con la debida condena al pago de perjuicios y costas del proceso. 
V    CONSIDERACIONES 

1.- Para definir la cuestión, se aplicarán, en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para cuando se interpuso el recurso, de acuerdo con los artículos 624 y 625 numeral 5º del Código General del Proceso, que empezó a regir en este Distrito Judicial el pasado 1º de enero.
2.- Es del caso decidir de fondo el asunto en virtud a que no existe nulidad alguna que afecte la validez de lo actuado y los presupuestos procesales se encuentran debidamente reunidos. 

3.- De acuerdo con los precisos límites que impone a este Tribunal el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, su competencia funcional para desatar el recurso queda circunscrita a analizar lo relativo a los aspectos planteados por el codemandado Humberto Arana Valencia, apelante único, quien está inconforme con el fallo producido en cuanto a la condena que se le impuso por concepto de “administración por mayor obra ejecutada” y porque no se  analizó la excepción de contrato no cumplido, que de manera oportuna propuso. Los actores no lo impugnaron y en consecuencia, se conformaron con las decisiones que les resultaron adversas. 
4.- Es oportuno recordar que en la demanda solicitaron los actores se impusieran a los demandados una serie de condenas, con fundamento en el contrato de obra que con ellos celebraron. El Juzgado solo accedió a aquella que se acaba de mencionar, negó las demás pedidas y declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa en la sociedad demandada. 
5.- La jurisprudencia y doctrina han decantado que son elementos de la responsabilidad civil contractual, los siguientes: a) la existencia de contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos.

El fundamento de la responsabilidad que endilgaron los accionantes a los demandados la encuentran en el incumplimiento de las obligaciones por parte de los últimos, en la ejecución del contrato que celebraron para la construcción de una casa de habitación, sobre el lote 27 del Conjunto Altavista, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-167949 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, pues dejaron de cancelarles, para lo que interesa en esta instancia, el valor de administración por mayor obra ejecutada, en razón a que les pagaron el que corresponde a 225 metros cuadrados, a pesar de que ejecutaron 478.18.
El demandado Jorge Humberto Arana Valencia reconoció la existencia de ese contrato; el valor por el que se convino la ejecución de la obra y el pago de la bonificación. Sus manifestaciones en tal sentido constituyen una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, puede ser apreciada.

No aceptó, empero, como obligación suya, la de cancelar a los actores el valor de la mayor obra ejecutada y sobre estos pesaba la carga de acreditarla, de acuerdo con el artículo 1757 del Código Civil, según el cual “Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquellas o esta". Y para decirlo de una vez, los citados señores no cumplieron tal deber.
En efecto, aunque en el hecho primero de la demanda expresaron que suscribieron un contrato de administración delegada para construir una vivienda unifamiliar en el conjunto Altavista, ubicado en el kilómetro 1 de la vía que de Pereira conduce a Armenia, ningún escrito aportaron, firmado por las partes, que diera cuenta de su celebración. Ese convenio se demostró con la confesión del demandado Arana Valencia, en los términos atrás explicados, quien negó la existencia de la obligación por la que a la postre resultó condenado, sin que, de otro lado, el juzgado hubiese indicado cuál o cuáles pruebas la acreditaban. Y tampoco cuenta el proceso con medio probatorio alguno que la evidencie.

El documento aportado con la demanda, bajo el título “PRETENCIONES” (sic), que incluye la suma de $11.252.444 por concepto de “Valor administración por mayor obra ejecutada (pagados 225m2 y obra ejecutada fue 478.18m2)”
, carece de valor probatorio porque no aparece suscrito por persona alguna
.
Los demás que se aportaron con la demanda
, no dan cuenta de la obligación de que se trata.

Tampoco los testimonios de los señores Didier Contreras Rojas
 y Alis Enrique Cárdenas
, oídos a instancias de los demandantes, pues ambos desconocen los términos del contrato de obra que aquellos celebraron con el señor Jorge Humberto Arana.

Los dictámenes periciales que se practicaron en el curso del proceso no tuvieron como finalidad establecer la existencia de la obligación a que se hace referencia.

En conclusión, como en el asunto bajo estudio no se acreditó que el señor Arana Valencia haya incurrido en responsabilidad de naturaleza contractual, ante la inexistencia de la obligación de que se trata, a cargo suyo, que insatisfecha justificara exigir su cumplimiento, no resultaba procedente acceder a la pretensión quinta de la demanda.

6.- En esas condiciones, considera la Sala que no fue acertada la decisión adoptada por la funcionaria de primera sede en su sentencia, porque a pesar de que se perfeccionó entre los contendientes un contrato de obra válido, hecho que no fue objeto de controversia en el plenario, no logró demostrarse que el señor Jorge Humberto Arana Valencia hubiese adquirido la obligación de pagar a los demandantes suma alguna por la mayor obra ejecutada.

Por tanto, ha de revocarse el ordinal tercero de la sentencia que se revisa, en la que sin realizar análisis probatorio alguno sobre la existencia de la obligación de que se trata, se condenó al impugnante a cancelar a los demandantes la suma de $12.655.623,76 que consideró el juzgado les adeudaba por la mayor obra ejecutada. En su lugar, se negará la pretensión quinta de la demanda. La misma suerte correrá el ordinal séptimo de la referida providencia, en cuanto condenó en costas al referido señor.
7.- Como ninguna de las pretensiones de los demandantes prosperó, se considera la Sala relevada de analizar la excepción de contrato no cumplido, propuesta por el demandado recurrente y que dejó de examinar la funcionaria de primer grado.

8.- Los demandantes serán condenados a pagar las costas causadas en ambas instancias, a favor del señor Jorge Humberto Arana Valencia. No se fijarán las agencias en derecho, porque la mayoría de la Sala considera que debe aplicarse le Código General de Proceso, que no manda ya proceder en tal forma.

9.- Se adicionará la providencia que se revisa, para ordenar la cancelación de la inscripción de la demanda sobre los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-167949 y 294-15573 inscritos en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y Dosquebradas, respectivamente, porque el juzgado omitió pronunciarse al respecto.
10.- No se condenará a la parte demandante al pago de perjuicios, como lo propone el impugnante, porque no señaló el concepto por el cual lo reclama, sin que norma procesal alguna, en eventos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, autorice proceder en tal forma.
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- REVOCAR los ordinales tercero y séptimo de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de junio de 2015, en el proceso ordinario promovido por los señores Juan Pablo Trujillo Henao y Juan Pablo Patiño Nicholls, contra Jorge Humberto Arana Valencia y la Sociedad Industrias Metálicas del Gas S.A. 

SEGUNDO.- En consecuencia, se niega la pretensión quinta de la demanda y se condena a los demandantes a pagar las costas causadas en ambas instancias a favor del señor Jorge Humberto Arana Valencia.
TERCERO.- Se levanta la inscripción de la demanda decretada en el curso de la primera instancia, sobre los inmuebles identificados con los folios de matrícula inmobiliaria Nos. 290-167949 y 294-15573 inscritos en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y Dosquebradas, respectivamente.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 312 a 353, cuaderno No. 1ª.


� Folio 18, cuaderno No. 1


� Artículo 269 del Código de Procedimiento Civil


� Folios  9 a 201 del cuaderno No. 1


� Folios 8 a 11, cuaderno No. 2


� Folios 12 a 14, cuaderno No. 2
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